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RESUMEN 

En la presente tesis trata sobre la prisión preventiva y la afectación al derecho de 

ser juzgado en un plazo razonable en la legislación peruana, como es una noticia 

a voces que en los procesos penales en ciertos casos existe  muchas dilataciones, 

haciendo que la persona que esta siendo sometida a una investigación y 

cumpliendo dicha medida cautelar de rango personal, esté más tiempo de lo debido 

en un centro penitenciario o ya vencido el plazo; asimismo, solicitan prolongaciones 

que no tienen base para ser pedidas, siendo el verdadero motivo las frustraciones 

de diligencias que se programaron y no se llevaron a cabo. 

Asimismo, el objetivo general, es analizar la vulneración del plazo legal de la prisión 

preventiva en el Nuevo Código Procesal Penal. Respecto a la metodología se tiene 

un enfoque cualitativo, tipo básico, diseño de teoría fundamentada y bibliográfico, 

obteniendo como resultado que si existe vulneración en los plazos de la medida 

cautelar de la prisión preventiva por inactividad fiscal, falta de criterio al imponer 

dicha medida, descuido del órgano jurisdiccional, llegando a la conclusión que se 

debería regular el vencimiento del plazo en cada etapa procesal como en otras 

legislaciones existen, respetando los derechos de los procesados. 

Palabras clave: Prisión preventiva, plazo razonable, investigado. 
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ABSTRACT 

In this thesis, it deals with preventive detention and the affectation of the right to be 

tried within a reasonable period of time in Peruvian legislation, as it is widely 

reported that in criminal proceedings in certain cases there are many delays, making 

the person who is I feel subject to an investigation and complying with said 

precautionary measure of personal rank, this more time than is due in a penitentiary 

center or the term has already expired; since, they request extensions that have no 

basis to be requested, the real reason being the frustration of procedures that were 

scheduled and were not carried out. 

Likewise, the general objective is to analyze the violation of the legal term of 

preventive detention in the New Criminal Procedure Code. Regarding the 

methodology, there is a qualitative approach, basic type, grounded theory and 

bibliographic design, obtaining as a result that if there is a violation in the terms of 

the precautionary measure of preventive detention due to fiscal inactivity, lack of 

criteria when imposing said measure, neglect of the court, reaching the conclusion 

that the expiration of the term in each procedural stage should be regulated as in 

other laws exist, respecting the rights of the accused. 

Keywords:  Pretrial detention, reasonable term, investigated. 
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I. INTRODUCCIÓN

A nivel mundial, dentro del sistema procesal penal se hace uso de medidas 

cautelares de índole personal, en el cual la prisión preventiva es uno de los más 

aplicados en el campo, esto se genera porque existen indicios o el peligro de fuga 

de la persona que está siendo investigada; asimismo, esta medida está vinculada 

con la racionalidad y justo proceso que debe durar hasta finalizar dicho 

procedimiento. Por otro lado, en la legislación peruana, a lo largo de los años ha 

sufrido cambios muy significativos, la institución procesal de la prisión preventiva y 

su prolongación en el ámbito penal, ya que, ésta posee un rol importante en un 

proceso porque tiene como finalidad el asegurar la asistencia del imputado, 

precaver el proceso penal que se está llevando a cabo y garantizar una posible 

imposición de la pena de aquel delito que se le está investigando al imputado; 

asimismo, está sujeta a un análisis de manera cuidadosa  porque se debe respaldar 

el uso de forma proporcional del Poder Punitivo que posee el Estado; de la misma 

forma, se puede evidenciar que en la gran mayoría de los casos, el órgano que está 

en la postura de persecutor mostrará una cierta pasividad en la actividad probatoria, 

produciéndose cierto abandono en la investigación del caso, por el cual se genera 

en ciertas oportunidades una petición desmedida por parte de los fiscales referente 

a la prisión preventiva. En el presente proyecto de investigación, se abordó el tema 

de “La Prisión Preventiva y la afectación al Derecho de ser juzgado en un plazo 

razonable en la Legislación Peruana”. Respecto, a la prolongación de la prisión 

preventiva tuvo dos grandes modificaciones; la primera, fue con la entrada de la 

Ley 30076, y la segunda por medio del Decreto Legislativo 1307; la cual se ha 

podido apreciar que respecto al plazo no existe una duración establecida que se 

encuentre reglamentado por cada una de las etapas procesales. A consecuencia 

de ello, produce que los plazos no estén moderados por las etapas, por lo tanto, el 

imputado sujeto a la prisión preventiva no podrá realizar el control respecto del 

trabajo por parte del Ministerio Público en la actividad de almacenamiento de 

medios de prueba que genere convicción. La prisión preventiva estará vinculada 

con el principio de proporcionalidad, por lo tanto, aquella persona que tiene la figura 
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de inocente no debería recibir un trato igual o peor a la de un sujeto que está 

condenado. Es por ello, que el Estado está facultado para evitar que la medida 

coercitiva procesal sea aplicada de forma igualitaria o más grave para un imputado 

que se le pueda atribuir una posible pena, en el supuesto de que exista una 

sentencia que lo condene; asimismo, no se debería dar la autorización de la 

aplicación de dicha medida que restringe la libertad personal en los casos en que 

no sería factible el aplicar la pena privativa de libertad y que la misma deberá cesar 

cuando recae en un exceso  en la duración de la medida, y si esta no se configura 

de ese modo, estamos frente a actos procesales que carecen de razón, imprevisto 

y desproporcionados (Moscoso, 2020). Bajo esta premisa, se procedió a plantear 

el problema general: ¿Qué importancia tiene el analizar la vulneración del plazo 

legal de la prisión preventiva en el Código Procesal Penal en la Legislación 

Peruana?; asimismo se formuló como problemas específicos: ¿Cuáles son los 

argumentos jurídicos para regular un plazo de caducidad de la prisión preventiva 

en las etapas procesales? y ¿De qué manera la prolongación de la prisión 

preventiva vulnera la garantía del debido proceso? Por otro lado, la justificación en 

el ámbito teórico del presente estudio se respaldó, con las siguientes teorías: la 

teoría sustantivista , la teoría procesalista y la teoría del no plazo, que han sido 

estudiadas por diversos juristas; además, de una justificación práctica que vendría 

a ser sobre la regulación de la conclusión por el plazo de las fases del proceso, 

donde la instancia judicial pueda justificar el poder dictar aquellas medidas 

coercitivas, para que así se pueda garantizar aquellos derechos que tiene el 

imputado, las cuales son: la garantía a un debido proceso, su presunción de 

inocencia y el plazo razonable; también, se encuentra la justificación social que está 

direccionada a aquellas personas que están siendo investigadas en el campo penal 

y  deben ser juzgados en un tiempo adecuado; del mismo modo, posee una 

justificación jurídica que se utilizó para el análisis de la  Declaración Universal de 

los Derechos Humanos, la Convención Americana sobre los Derechos Humanos, 

el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; y, la justificación 

metodológica en el que se utilizó un registro de investigaciones jurídicas donde se 

aplicó la guía de entrevista y el análisis documental. En ese sentido, se ha 

planteado en la presente investigación, el siguiente objetivo general, que es analizar 

la vulneración del plazo legal de la prisión preventiva en el Código Procesal Penal; 
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además, de los objetivos específicos, que son los siguientes: describir el por qué 

regular un plazo de caducidad de la prisión preventiva en las etapas procesales y 

analizar de qué manera la prolongación de la prisión preventiva vulnera la garantía 

del debido proceso. 

Por otro lado, se ha planteado como supuesto general, que existe vulneración en 

el plazo de la prisión preventiva por la falta de accionar y requerimientos no 

sustentados y que debería existir plazos de caducidad en cada etapa procesal para 

que la persona que esta siendo sometida a investigación sea juzgada en el tiempo 

establecido y sin ir en contra de sus derechos constitucionales. 
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II. MARCO TEÓRICO 

 

Para la explicación del marco teórico, se hizo uso de las siguientes tesis a nivel 

nacional, que son de gran aportación: 

En palabras de Tapia (2021), en su tesis titulada “La prisión preventiva en el 

Derecho Penal Peruano y el plazo razonable en su aplicación en el Distrito Judicial 

de Lambayeque”, concluyó que la aplicación idónea de la prisión preventiva 

permitirá que los investigados no pasen demasiado tiempo en la etapa de la 

acusación y así poder asegurar que se resuelva las investigaciones de manera 

pronta, teniendo en cuenta que se debe respetar el debido proceso. 

Por otro lado, refiere Canales (2020), en su tesis “La prolongación de la prisión 

preventiva y su influencia en la vulneración a ser juzgado en un plazo razonable en 

los procesos penales, Huánuco 2016-2017”, que la prolongación de la prisión 

preventiva se da por aquella dificultad que existe en el proceso o aquellas causales 

que son solicitadas y admitidas no cuentan con buen sustento, y no están ligadas 

al imputado, pero de todas formas lo atribuyen y como consecuencia  vulneran 

aquel derecho que tiene el investigado a  ser juzgado en un tiempo razonable y sin 

dilataciones. 

En palabras de Escalante (2021), en su tesis “La prisión preventiva y la Teoría del 

Riesgo en el Subsistema Anticorrupción – NCPP y Crimen Organizado del Distrito 

Judicial de Lima “, llegó a la conclusión que la prisión preventiva es muy 

cuestionada a causa de que no existe predictibilidad al momento de dictar 

resoluciones  que dan solución a los requerimientos de medidas cautelares; no hay 

equivalencia  en los criterios por parte del Ministerio Público, Poder Judicial y 

Tribunal Constitucional, ocasionando así el mal uso de la medida y transgrediendo 

aquella libertad que debe gozar el imputado cuando no se le ha emitido una 

sentencia condenatoria. 

Según refiere Salinas (2021), en su tesis denominada “Implicancias de la prisión 

preventiva y el principio de presunción de inocencia en el proceso penal peruano”, 

obtuvo la conclusión que la medida de la prisión preventiva trae efectos negativos 
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ante el principio de presunción de inocencia porque no se aplica de una manera 

excepcional, sino que en la mayoría de casos se aplica como si fuera la única 

medida coercitiva; asimismo, que los parámetros  base, el fiscal y el administrador 

de justicia deben ejecutar una investigación minuciosa  de los presupuestos para 

poder requerir y expedir  las resoluciones o solicitudes de prisión preventiva. 

Menciona Lavado (2018), en su tesis “La indebida aplicación de la prisión 

preventiva, vencido su plazo máximo establecido en el Código Procesal Penal 

Peruano”, concluye que la prisión preventiva está vinculada con el principio de 

razonabilidad, por la cual las autoridades judiciales deben aplicar dicha medida sin 

un exceso a lo establecido, es decir, que ya no debería ser aplicable cuando la 

medida ya alcanzó el plazo máximo que lo establece la regla procesal. 

El presente proyecto de investigación se ha enriquecido con el análisis de otros 

autores que son de suma importancia porque han ayudado a poder entender la 

problemática desde otros horizontes, por ello se ha utilizado las siguientes tesis a 

nivel internacional: 

Sostiene Herrera (2019), en su tesis denominada” Medidas alternativas a la prisión 

preventiva: Posibilidades de implementación de los Servicios de Antelación al juicio 

en la Provincia de Catamarca”, concluye que los servicios de antelación al juicio  

permitirían que la prisión preventiva sea aplicada de forma adecuada y no 

desmedida, haciendo que el proceso penal sea más humanitario y que se analice 

los lineamientos aplicables al encierro del investigado y que netamente sean 

ejecutados de manera excepcional, porque los operadores de justicia temen por la 

responsabilidad funcional que se les puede atribuir. 

Afirma Obando (2018), en su tesis titulada “Las tensiones entre eficacia procesal y 

presunción de inocencia”, llegó a la conclusión que en el país de Ecuador no se 

evidencia un problema a nivel normativo sobre la adecuada ejecución de la prisión 

preventiva, sin embargo, hay una gran debilidad por parte de las autoridades 

judiciales al momento de ejecutar lo que emana la normativa. 

Señala Arce (2017), en su tesis “La Prisión Preventiva y su relación con los 

Derechos humanos en el Nuevo Sistema Penal Acusatorio”, concluyendo  que en 

el Estado Mexicano se tiene aún la idea de que la aplicación de la prisión preventiva 
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es la única forma de poder asegurar al investigado, siendo el camino más fácil y de 

inmediatez, para que así pague por lo que ha hecho o siendo aún sospechoso, a 

causa de los reproches de paz común y de la seguridad colectiva, los facultados se 

ven en la necesidad de que se adjudique de forma efectiva. 

Refiere Calvimontes (2019), en su tesis “Protocolo de protección  del principio 

constitucional de independencia judicial en la resolución de medidas cautelares de 

detención preventiva frente a la presión mediática de la prensa”, llegó a la 

conclusión que las medidas cautelares son impuestas  para poder calmar a los 

reclamos que emite la sociedad y así producir una justicia fraudulenta, encerrando 

al procesado  sea culpable o no, vulnerando así su derecho a que es inocente hasta 

que se demuestre lo contrario. 

Menciona Panchi (2018), en su tesis” El uso excesivo de la prisión preventiva en el 

Ecuador y las garantías de las personas privadas de la libertad “, concluye que una 

mala aplicación de la prisión preventiva está violando los derechos que poseen 

aquellas personas que están siendo procesadas, como el derecho a la defensa, la 

presunción de inocencia, el debido proceso; generando una sobrepoblación dentro 

de las cárceles. 

Por otro lado, a raíz de las investigaciones realizadas respecto al tema tratado en 

la presente investigación, se ha podido recabar información de suma importante en 

revistas indexadas, llegando a sobresalir las siguientes: 

Respecto a la teoría general sobre las partes de la prueba, menciona Valenzuela 

(2018), en su artículo “Hacia un estándar de prueba cautelar en materia penal: 

algunos apuntes para el caso de la prisión preventiva”, que la presente teoría 

consiste que debe existir relación entre los hechos que han sido constatados en 

audiencia con los que se busca  prevenir su configuración mediante la aplicación 

de la medida cautelar de prisión preventiva, porque sí se puede evidenciar aquellos 

sucesos que posiblemente pueden ocurrir y es más que justificable el ejecutar o 

solicitar la medida cautelar. 

Menciona Missiego (2020) en su artículo denominado “Uso y abuso de la prisión 

preventiva en el proceso penal peruano”, que la teoría procesalista consiste que la 

aplicación de la medida cautelar de la prisión preventiva es netamente por un 
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aseguramiento de que la ley penal sea aplicada, la peligrosidad del delito, el 

asegurar al sospechoso, el proteger a la víctima en caso de represalias, que se 

lleve a cabo el proceso de una forma adecuada y con el fin de dictar una sentencia 

efectiva. 

Respecto a la teoría sustancialista, afirman Luque y Arias ( 2020) en su artículo 

indexado titulado “El derecho constitucional  en el Ecuador: Presunción de 

inocencia y prisión preventiva” , que la presente teoría lo focaliza desde el ángulo 

de la pena, es decir, que la prisión preventiva tiene casi el mismo peso que la 

sentencia hacia un procesado porque lo priva de su libertad, se da un trato de índole 

culpable y que la presunción  de inocencia que tenía  se va viendo manchada 

porque para aplicar dicha medida es porque en cierta forma existe indicios que 

tendría posiblemente responsabilidad. 

Afirma Kostenwein (2017) en su artículo titulado “La prisión preventiva en plural “ 

menciona que la teoría del no plazo tiene como elementos a lo complejo que puede 

ser el caso y necesitan tiempo para recabar medios probatorios necesarios para 

poder llegar a una sentencia justa; asimismo, la conducta del procesado cuando no 

coopera  en todo el trayecto del proceso y empieza la dilatación; y , por último, la 

función de los órganos a nivel judicial que deben ser muy cuidadosos en la 

tramitación de todo el proceso que se ha iniciado, esto está vinculado con la 

celeridad. 

Citando a Hurtado (2021) en su artículo “Regulación de un plazo de caducidad de 

la prisión preventiva en las etapas procesales y su incidencia en la garantía a un 

debido proceso” menciona que la entidad que es persecutor en algunas ocasiones 

evidencia inacción en la diligencia probatoria y eso genera una imagen de 

abandono del proceso; asimismo, la gran problemática que se da es que no existe 

un vencimiento o caducidad  en las fases procesales respecto a la imposición de la 

prisión preventiva, por la cual el imputado no tiene conocimiento del 

desenvolvimiento por parte de la fiscalía en su función de recabar aquellos medios 

que genera certeza. 

Asimismo, Peirce (2020) los jueces de República Dominicana eligen la prisión 

preventiva no como la excepción según la ley, sino como una medida común antes 
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del juicio, por un periodo de tiempo promedio de más del triple que el prescrito como 

límite de tres meses, lo que ha contribuido al crecimiento de la población carcelaria. 

No obstante, el optar o no a enviar a alguien a prisión no se debe a factores legales 

como el tipo de delito o factores individuales ya sea por el nivel de educación o tipo 

de abogado, sino al parecer es por otras cuestiones como los vacíos de la 

disposición institucional, la imposibilidad de acceder a otras medidas alternas o 

prejuicios jurisdiccionales. 

Solís (2020) refiere, que la prisión preventiva informal fue establecida en la nueva 

reforma como aplicación excepcional, empero se ha incrementado más de veinte 

delitos sancionados con esta medida con el fin de prevenir y frenar la delincuencia 

siendo esto, de carácter autoritario. Del mismo modo, también se tiene a la prisión 

preventiva justificada, que es una medida cautelar y que también restringe la 

libertad, esta se aplica según una decisión judicial pero no se fundamenta según el 

hecho sino en función a la condición del autor, siendo esta medida un instrumento 

peligroso del poder punitivo para restringir la libertad de los investigados. Por ello, 

es necesario un cambio en la regulación funcional y sistemática de las 

disposiciones de prisión preventiva informal y justificada con la finalidad de proteger 

los derechos humanos, el debido proceso, así como los principios generales del 

derecho penal moderno. 

Del mismo modo, Mora y Zamora (2020) manifiestan que los jueces en el Ecuador 

están obligados según la ley, en aplicar las normas de forma estricta que refieren a 

la legitimidad de la prisión preventiva de acuerdo a la Constitución, garantizando la 

supremacía de la ley, la presunción de inocencia y la libertad de las personas y por 

ello se aplica de forma inmediata y directa. Es decir, en todas circunstancias el juez 

debe evitar restringir y garantizar la libertad de cualquier persona o que no se 

alargue el plazo de su detención establecido por ley y para ello deberá actuar con 

independencia, honradez, naturalidad e imparcialidad. 

Del mismo modo, en palabras de Fuentes et al. (2017) señala que la prisión 

preventiva en el Ecuador es dictada por los jueces y juezas de forma grosera, sin 

embargo, el autor es de la opinión que solo debe dictaminarse en aquellos casos 

verdaderamente alarmantes para la sociedad con las evidencias previas que tenga 

la fiscalía, bien sustentadas y que en los otros casos se deben dictaminar otras 
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medidas alternativas. Pero, si los jueces y juezas aplicaran estas medidas, la 

sociedad entera se levantaría en protestas porque está acostumbrada a ver en la 

cárcel a todos aquellos que vulneran las leyes, no obstante, sabemos que con el 

pasar del tiempo la sociedad se acostumbrará y respetará las decisiones tomadas 

por las autoridades judiciales. 

Según señala Sandoval (2020), el principio de presunción de inocencia en México 

se ha convertido en un derecho fundamental del imputado y que se encuentra 

garantizado constitucionalmente frente al poder punitivo del Estado, el cual 

establece uno de los límites de la prisión preventiva que involucra la libertad de la 

persona, como una medida necesaria para asegurar el proceso entre otros. Esta 

medida preventiva es precautoria y excepcional dictada por el Juez de Control 

estableciendo la posibilidad de que el Ministerio Público la solicite cuando las otras 

medidas no sean suficientes para garantizar la comparecencia del imputado en el 

juicio, por ello reafirma que es importante que el juez tenga la certeza en la 

aplicación adecuada de esta medida para asegurar si una persona es inocente o 

no, que respete la proporcionalidad según la gravedad del hecho denunciado, 

fijando un tiempo límite, siempre que el fiscal que responsabiliza a una persona, 

haya presentado pruebas concretas que generen certeza de culpabilidad. 

Para Portocarrero (2021) se debe aplicar un análisis de proporcionalidad a la prisión 

preventiva para valorar la constitucionalidad de esta medida ya que afecta al 

derecho fundamental de la libertad personal de aquellas personas encausadas en 

dicho proceso penal, como es el caso de Ollanta Humala y Nadine Heredia, que si 

bien justificaron la prisión preventiva para evitar el peligro de fuga y el proceso no 

se frustre, se advierte que la pena fue excesiva y desproporcionada habiendo otros 

medios de solución alternos reconocidos en la ley a los cuales se pudo recurrir y 

que podían haber evitado el peligro procesal con medidas restrictivas. Sin embargo, 

se afectó de manera grave el derecho a la libertad personal por haberles impuesto 

18 meses de prisión preventiva a los esposos Humala Heredia. 

Arteaga (2020) precisa que la prisión preventiva oficiosa es una de las medidas 

cautelares que se decretan en automático, sin un debate previo que justifique su 

imposición ante el juez y que a pesar de querer evitar riesgos procesales vulnera 

los principios de proporcionalidad y excepcionalidad. En ese sentido la prisión 



10 
 

preventiva oficiosa, es contraria al espíritu garantista de un sistema penal de corte 

acusatorio que es contrario al principio de presunción de inocencia y vulnera los 

derechos humanos. 

Como refiere Chapuy (2021), señala que la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos en su sentencia del caso Montesinos Mejía que responsabiliza al Estado 

ecuatoriano por haber violado los derechos y las garantías que se encuentran 

reguladas en la Convención Americana de Derechos Humanos, pone mucho 

énfasis en que es necesario que se evite realizar detenciones ilegales o arbitrarias, 

que se debe respetar las garantías jurídicas con el fin de avalar el debido preciso, 

asimismo, resalta la importancia de los fundamentos o motivos suficientes para 

dictar esta medida cautelar, excepcional y temporal como es la prisión preventiva, 

porque a casi un tercio de la población penitenciaria de Ecuador se les ha vulnerado 

el principio de presunción de inocencia que es un principio fundamental en el 

derecho penal. 

Argenti (2017) manifiesta que a pesar de existir normas que disponen que todas las 

personas tienen derecho a la indemnización conforme a ley según la Convención 

Americana sobre Derechos o que todo aquel que haya sido preso o detenido de 

forma ilegal tiene derecho a una reparación efectiva por el daño o cuando un 

condenado se le haya indultado por haberse probado un error judicial, esta persona 

debe ser indemnizada de acuerdo al Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos. Sin embargo, este daño ocasionado por el propio Estado es difícil de 

repararlo con una indemnización monetaria ya que la persona inocente que padeció 

esta lesión, le fue truncado su proyecto de vida asimismo no se puede compensar 

con días de libertad en caso de algún delito futuro. Es por ello muy importante que 

se respete plenamente el principio de la presunción de inocencia con todas las 

consecuencias que derivan. 

Para Ramírez (2019), la prisión preventiva ha sido aplicada de forma 

indiscriminada, en el sistema judicial mexicana y que, debido a las demoras 

procesales, los investigados permanecen por tiempos prolongados esperando una 

resolución judicial violando de manera indefectible el principio de inocencia, es por 

ello, según refiere que los jueces están obligados a revisar la permanencia del 

procesado en prisión preventiva en cuanto al cumplimiento de los plazos y así 
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proteger los derechos de los procesados, respetando el plazo razonable y el debido 

proceso garantizando el acceso a la justicia. 

Según Martufi & Peristeridou (2020) cuestionan la idoneidad de las normas del 

Convenio Europeo de Derechos Humanos para controlar el abuso de las 

detenciones, ya que pueden resultar insuficientes dejándolo a discreción de la 

autoridad, asimismo, no resalta la importancia de la presunción de inocencia 

poniéndola en peligro, y ha convertido a la prisión preventiva en la papa cliente de 

los europeos. En ese sentido la Unión Europea debe garantizar que esta medida 

siga siendo de última ratio, que la prisión preventiva por motivos procesales y la 

prisión preventiva por motivos preventivos deben presentar diferentes modelos 

legales y requisitos más estrictos para usar estas medidas, abordando el principio 

de proporcionalidad en la detención, asimismo se debe fundamentar una 

orientación más clara, la preferencia por otras alternativas. 

Smith (2022), manifiesta que los tribunales penales tienen la facultad de aplicar la 

prisión preventiva para encarcelar a los procesados antes de ser condenados, el 

cual es un poder que requiere de una evaluación rigurosa en la toma de decisiones. 

En el 2016, se recomendaron cambios en las leyes de los procesos de prisión 

preventiva en Inglaterra y Gales y en el 2020 se puede apreciar que los cambios 

que se hicieron no tuvieron mucho impacto en la práctica de la prisión preventiva 

llegando a concluir que al cambiar la ley no necesariamente significa un cambio en 

la práctica. No obstante, influir en la motivación, en el comportamiento y conciencia 

de profesionales es más importante para lograr cambios reales en la práctica, 

porque según los estudios realizados existen niveles récord en la cantidad de 

acusados detenidos por períodos mayores al plazo, antes del juicio y posiblemente 

de forma ilegal y en condiciones carcelarias insuficientes. 

En palabras de Haro (2021), señala que está demostrado que se necesita seguir 

contribuyendo a las contradicciones existentes entre las normas del Derecho Penal 

adjetivo, en referencia al debido proceso, establecido en las Constituciones de 

Ecuador y Argentina, asimismo, en las normas internacionales de Derechos 

Humanos y la vulneración al principio constitucional de presunción de inocencia que 

cometen tanto los fiscales como los jueces de garantías penales. Por ello, se 

precisa que no solo se trata del reconocimiento de las garantías constitucionales 
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referente a la prisión provisional, para su efectividad, sino que los ciudadanos y el 

órgano jurisdiccional deben ver la manera de avalar adecuadamente el ejercicio del 

derecho de aquella persona privada de su libertad. 

Desde el punto de vista de Salcedo (2018) en su artículo “¿México  cumple los 

estándares internacionales sobre prisión preventiva?”, refiere que en la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos en el artículo 3, indica sobre qué todo sujeto 

tiene el derecho a la libertad, sin embargo, en el artículo 9 menciona que aquella 

libertad puede ser  afectada cuando exista un detenimiento arbitrario; de igual 

modo, cuando una persona  es acusada de un determinado delito es inocente hasta 

que no se compruebe su culpabilidad y este tiene todas las garantías imprescindible 

para defenderse. 

Desde el punto de vista de Apomayta et al. (2022),  hace hincapié  que la excepción 

respecto a la detención está estipulada en el Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y  Políticos,  en el artículo 9  en su numeral 3 , hace mención que la prisión 

preventiva no debe ser aplicada de forma general, debido que la detención de una 

persona que carece de sentencia no sea utilizada para el fin de castigar, por ello se 

debe  prevenir su ejecución en aquellos casos que los delitos son leves, no hay 

indicios fehacientes, existe supuestos  débiles o por parte de los órganos 

investigadores que a su criterio el investigado podría complicar las investigaciones 

y así llegar a lo más cercano de la veracidad  

Enfatiza Kostenwein (2018), que la aplicación de la prisión preventiva es una pena 

adelantada que posiblemente al finalizar las investigaciones sea impuesta, como 

también el comportamiento del investigado influye demasiado en hacer que se 

solicite esta medida cautelar, aparte de ello deberá ser justificada debidamente y 

del mismo modo se tendrá que ser lo más justo posible en efectuar, teniendo en 

cuenta los derechos que tiene el investigado. 

Ordoñez (2021) concluye que las alertas del Sistema Interamericano de Derechos 

Humanos son legítimas y justificadas al observar el uso de la prisión preventiva de 

forma desproporcionada en los Estados pertenecientes a la OEA, desconociendo 

la naturaleza procesal y cautelar de la prisión preventiva por su uso desmedido que 

vulnera derechos fundamentales como la presunción de inocencia y la libertad 
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personal. Sin embargo, en Colombia ha disminuido el uso de la prisión preventiva 

porque ha ido reconociéndose como una imposición excepcional, destacando un 

papel constitucional con referencia a los derechos fundamentales, limitado siempre 

en el tiempo, imponiéndose con el fin de proteger la actuación penal. 

Gudiño (2021) precisan que la prisión preventiva es la privación de la libertad de 

manera anticipada de una persona aún inocente judicialmente, es decir, es una 

medida severa que se debe aplicar excepcionalmente, por un período de tiempo 

específico, en concordancia con el principio de proporcionalidad en estricto sentido, 

el cual es muy necesario para no vulnerar el derecho fundamental a la libertad de 

la persona el cual se imputa. Sin embargo, en las Unidades de Flagrancia del 

Distrito Metropolitano de Quito, esta medida cautelar se aplica en la mayoría de los 

casos, dejando claro que no se aplica de forma excepcional sino casi siempre y sin 

las evidencias adecuadas para la solicitud y que en varios casos los imputados 

privados de su libertad por esta medida no son trasladados a las audiencias, 

además, se observa que el fiscal muchas veces no demuestra el peligro de fuga. 

En opinión de Kuffó & Gende (2022), existe la necesidad de tomar medidas 

legislativas urgente, referente a la prisión preventiva, protegiendo, sobre todo los 

derechos humanos con la aplicación de las normas y estándares, del mismo modo, 

recomiendan que se pueden tomar otras medidas cautelares de modalidad 

alternativa como las restricciones de derecho, la fianza o seguimiento electrónico, 

pero excepcionando la prisión preventiva. Por otro lado, sostienen que si los fiscales 

y jueces sin ningún sustento legal solicitan y admiten esta medida cautelar deberán 

ser evaluados ante un tribunal de evaluación. 

Como expresa Domínguez (2020), menciona que la LOPJ del territorio español en 

su art.294, numeral 1, hace referencia sobre el derecho a una reparación a toda 

persona que ha pasado por prisión preventiva y han sido liberados por el motivo de 

que no existe el hecho atribuido o por que se le dictó un sobreseimiento libre por la 

misma causa, pero teniendo en cuenta que al investigado se le haya ocasionado 

daños, aquel perjuicio estará vinculado con el derecho a la igualdad que está en el 

art.14 del CE que menciona a la indemnización en el caso se compruebe las 

demoras que indebidamente se han dado, sin afectar a la sentencia que fue dictada 

de manera condenatoria o absolutoria. 
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Como expresa Delgado (2019), que el campo europeo, dentro del CEDH refieren 

que existe el derecho a que un hecho sea juzgado en un tiempo debido y sin que 

este pase por dilaciones que no tienen sustento, el presente derecho vincula como 

obligación primordial que los poderes públicos del ámbito judicial realicen su trabajo 

en un tiempo razonable y así como consecuencia puede el justiciable obtener un 

dictamen en su debido momento sin afectación a la tutela efectiva y el debido 

proceso. 

Goite y Medina (2020) sostienen que, debido al aumento de la aplicación de prisión 

preventiva en lugar de otras medidas alternativas, no ha sido una vía idónea en la 

lucha contra la delincuencia, por el contrario, según refiere, ésta ha aumentado en 

grado de agresividad y violencia. En ese sentido, la reforma procesal penal no ha 

sido motivada conscientemente por los gobiernos de turno, por lograr un cambio 

real en los procesos penales, sino que lo han hecho por evitar enfrentamientos con 

las corrientes legales internacionales. Es por ello, que la condición de los presos 

sin condena amparados en el principio de la presunción de inocencia, que en 

muchos casos están encerrados por mucho tiempo, terminando sobreseídos o 

absueltos, configura una tarea pendiente e importante en los países latino 

americanos. 

Por otro lado, es fundamental tocar el tema de los principios que están vinculados 

con la prisión preventiva, está ligada con principios que son bases para su 

imposición y que por un exceso en el plazo son pisoteados; en primer lugar, está el 

principio de proporcionalidad, es un mecanismo del poder público en busca de 

hacer uso proporcional del poder represivo del Estado, que esté se limita dentro de 

los derechos constitucionales que velan por lo justo y se sustenta con la solidaridad 

y dignidad del ser humano, pero en situaciones donde afectan la convivencia 

tranquila, es donde se activa la justicia  que tiene como fin el poner orden, es en el 

momento preciso donde se limita ciertos derechos, como es la libertad personal, 

pero aquellos requerimientos que emite la fiscalía, como también los jueces en la 

etapa preparatoria, deberán sustentar este principio al momento de la ejecución de 

la prisión preventiva. Según Ayala (2019), menciona que dicho principio será 

evaluado bajo la existencia de elementos fundamentales para que proceda, que se 

encuentra en el art.268° C.P.P y aquellos criterios de la Casación 626-2013- 
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Moquegua; asimismo, debe haber un equilibrio entre aquella persecución penal y 

los derechos fundamentales de la persona investigada. Del mismo modo, influye el 

principio de legalidad, que vendría hacer aquella exigencia que se le otorga al juez, 

para cuando tenga en mente el privar la libertad de forma preventiva a un 

investigado que está inmerso en un proceso penal, no invente medidas, es decir, 

que no es al gusto del juzgador, sino se debe imponer las que la Ley condiciona o 

establece en todo caso; asimismo, bajo el parámetro de dicho principio, solo se 

debe tener en cuenta que tiene el fin de cautelar. 

Por otro lado, se tiene al principio de razonabilidad que responde que el órgano 

jurisdiccional de manera obligatoria tiene que justificar y motivar debidamente los 

motivos por la cual asume la medida cautelar, debiendo evaluar los presupuestos, 

los medios de prueba y primordialmente de forma objetiva un análisis de los hechos 

y la norma que corresponde. 
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III. METODOLOGÍA 

Para el presente trabajo, se realizó desde un enfoque cualitativo, es decir, que no 

cuenta con una medición numérica, sino que se ha centrado o apoyado en fuentes 

bibliográficas para resolver los objetivos trazados. Asimismo, posee un paradigma 

socio crítico con un modo de autorreflexión, con la perspectiva que el conocimiento 

es armado siempre bajo los intereses a partir de las carencias de las comunidades 

o grupos y un método inductivo que esta direccionado en el análisis de los 

fenómenos que se han observado. 

3.1. Tipo de Investigación y diseño de investigación 

El tipo que se aplicó es el básico, que tiene como finalidad el crear recientes 

conocimientos, dentro de los parámetros de un enfoque social con la ayuda de la 

recaudación de fuentes escritas por expertos en la materia y que genera 

confiabilidad para la aplicación del análisis documental que es la forma en que se 

llegó a la conclusión que se buscaba. Por otro lado, los diseños que han utilizado 

son los siguientes: la teoría fundamentada que recae en las posturas de 

especialistas y el diseño bibliográfico que es toda base de datos que se ha 

consultado, entre revistas indexadas, libros, leyes, etc. 
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3.2. Categorías, Subcategorías y matriz de categorización 

Tabla 1: Matriz de Categorización 

 

Fuente: Elaboración propia 
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3.3. Escenario de estudio 

El contexto del presente estudio de indagación, se abarca en el Estado Peruano, 

con la implementación del Nuevo Código Procesal Penal que está vigente desde el 

año 2004, y que se ha estado aplicando de manera progresiva en varios distritos 

judiciales, la misma que ha incorporado cambios respecto a la figura de la prisión 

preventiva; asimismo, el análisis bibliográfico de la diferentes fuentes consultadas 

respecto a la prisión preventiva y su caducidad, desde la perspectiva práctica y el 

derecho comparado de otros países.  

3.4. Participantes 

Se ha establecido dividirlos en dos grupos de integrantes, el primero está 

compuesto por 7 fiscales (adjuntos o provinciales); y el segundo está conformado 

por 5 abogados especializados en materia penal, dentro de este grupo se encuentra 

al reconocido litigante Amoretti Pachas, quienes con la experiencia laboral en sus 

cargos aportaron como es ejecutada la institución de la prisión preventiva en la 

praxis del territorio peruano. 

Tabla 2: Lista de entrevistados 

Nombres y Apellidos Cargo Institución 

Jesús Alberto Reyes 

Mallma 

Fiscal Adjunto Ministerio Público - 3° 

DPFPPC La Victoria-San 

Luis 

Martha Estrada Zamora Fiscal Adjunto Ministerio Público - 3° 

DPFPPC La Victoria-San 

Luis 

Úrsula Magaly Moreno Diaz Fiscal Provincial Ministerio Público - 3° 

DPFPPC La Victoria-San 

Luis 

Priscilla Hinojosa de la Cruz Fiscal Provincial MP- LIMA ESTE 

Liz María Rossana Sipion 

Gonzales 

Fiscal Adjunto Provincial MP- LIMA ESTE 

Moisés Husai Prudencio 

Cóndor 

Fiscal Adjunto Provincial 1DFPCSI-L 

Johana Estefanía Vásquez 

Diestra 

Fiscal Adjunto Provincial MP- LIMA ESTE 
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Jhonatan Supo Landeo Asistente en Función Fiscal MP- LIMA ESTE 

Melissa Karina Berrospi 

Torres 

Especialista de Causa Poder Judicial- Lima Este 

Raúl Ángel Quintanilla 

Revatta 

Docente en material penal- 

Escuela de Posgrado de la 

USMP 

USMP 

Almendra Melisa Cabrera 

Carlos 

A.F. F MP-LIMA ESTE 

Mario Amoretti Pachas Abogado Penalista- 

Litigante 

Particular 

Fuente: Elaboración propia 

3.5. Técnicas de instrumentos de recolección de datos 

Se ha tenido en cuenta en este punto, a las autoras Duana y Hernández (2020), 

que nos mencionan que para toda indagación es fundamental el realizar la 

acumulación de información, a fin de llegar a los resultados trazados, es como a 

consecuencia se genera la obtención de nuevos conocimientos; asimismo, que el 

instrumento está direccionado a la creación de circunstancias con la finalidad de la 

medición. 

En este caso, se aplicó la técnica de entrevista dirigida a los participantes que está 

plasmada en una guía de entrevista que para el objetivo general se formuló cuatro 

preguntas y para los objetivos específicos dos preguntas cada uno, haciendo un 

total de ocho preguntas, que los expertos en la materia han respondido y que de 

esta manera han ayudado a absolver las incógnitas que se tuvo dentro del objetivo 

general y específicos, del mismo modo se ejecutó el análisis documental con el 

instrumento de guía de análisis documental. 

3.6. Procedimiento 

Se inició el procedimiento, con la identificación de la realidad problemática, la cual 

es la prisión preventiva y la afectación al derecho de ser juzgado en un plazo 

razonable en la legislación peruana; como segundo paso, se realizó el 

planteamiento del problema general y específicos, como también los objetivos. Por 

otro lado, los documentos que han sido consultados referente a la prisión preventiva 

y el derecho de que una persona que está cursado proceso sea juzgada en un 
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tiempo adecuado, se les aplicó la interpretación y análisis; así también aquellos 

trabajos de investigación desarrollados anteriormente por otros autores. Con el fin, 

de que nos pueda permitir la identificación del diseño y tipo que es expuesto en 

este trabajo. 

3.7. Rigor Científico 

Para Fonseca (2017), refiere que el rigor científico está basado en aquella 

calificación que se les otorga a los instrumentos a ejecutar, que se debe tener 

presente que la información que esté consignada tenga calidad respecto al tema a 

tratar, y lo fundamental es la fiabilidad de aquellas puntuaciones que asignan los 

expertos en la materia, porque de esa manera evidencia la validez de la misma. Por 

otro lado, una determinada evaluación rigurosa trae como consecuencia una 

herramienta de medición adecuada y tiene como finalidad resultados precisos y 

concisos, aparte que es un requisito para el éxito de la investigación.  

En el presente estudio, fue redactado de forma estructurada, ordenada y 

respaldada por fuentes de alto impacto de confiabilidad, del mismo modo, para la 

elaboración de la guía de entrevista, se tuvo que recurrir a certificados de validez 

respecto al contenido y que fueron validados por expertos en la materia. 

Tabla 3: Validación de juicio de expertos 

Expertos Grado Porcentaje 

Job Rosas Prieto Chávez Doctor 97% 

Rollen Eddi Obregón 

Rodríguez 

Abogado 100% 

Raúl Ángel Quintanilla 

Revatta 

Doctor 100% 

Nuria Ordinola Quintana Doctora 90% 

Promedio total:  96.75% 

Fuente: Elaboración propia 

3.8. Método de Análisis 

El método de análisis de la presente tesis es el descriptivo e interpretativo porque 

se describe la situación actual de la ejecución de la institución de la prisión 
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preventiva desde su implementación y modificaciones que ha tenido, asimismo, se 

interpreta cada una de las bases teóricas que han sido el respaldo en todo el 

proceso de la indagación, que al finalizar han ayudado a la formulación de las 

conclusiones y respectivas recomendaciones. 

3.9. Aspectos Éticos 

La honestidad ha sido la marca para el desarrollo de cada página que conforma la 

tesis, cumpliendo con cada detalle que conforman los lineamientos que están 

dentro de la guía que se nos fue proporcionada por la casa de estudios que 

pertenecemos que es la Universidad César Vallejo; del mismo modo se respetó  la 

forma de citar a los autores de las diferentes fuentes consultadas y referenciar la 

bibliografía que se analizó y el derecho de autor, todo conforme como lo indica las 

normas APA de séptima edición. 
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IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN 

Resultados: 

En este capítulo, se dio a conocer los resultados que se obtuvo a causa de la 

ejecución de nuestro instrumento (guía de entrevista) y técnica para recolectar las 

siguientes informaciones: 

Objetivo General 

Analizar la vulneración del plazo legal de la prisión preventiva en el Código 

Procesal Penal 

 

Respecto al objetivo general, los entrevistados Quintanilla, Hinojosa, Supo, 

Prudencio, Vásquez, Berrospi, Cabrera y Amoretti (2022), refirieron que existe una 

vulneración de la prisión preventiva, cuando la fiscalía solicita esta medida de 

coerción personal sin fundamentación, cuando se dictan resoluciones con plazos 

excesivos, resultando arbitrarias, cuando se mantiene a una persona encarcelada 

a pesar de haberse vencido el plazo. Asimismo, indicaron Moreno y Estrada (2022) 

que la vulneración del plazo es cuando fenecido el tiempo no se ha emitido 

pronunciamiento de fondo (sobreseimiento o acusación) y cuando se solicita 

prolongaciones sin fundamentos sólidos o no cumple con los requisitos de Ley, por 

motivos que no realizaron las diligencias en su debido momento por parte del 

Ministerio Público. Sin embargo, Reyes (2022), mencionó que es de la idea que no 

debe primar el plazo legal por más que la norma lo establezca sino más bien el 

plazo necesario (principio de proporcionalidad), este plazo se puede vulnerar si solo 

el juez que la impuso no hace un control periódico de las actividades investigativas 

del M.P, es decir, que se cumpla con el plazo estrictamente necesario para 

asegurar y recabar los medios de prueba que se protege con la imposición de dicha 

medida cautelar; consecuentemente, no debe primar el plazo legal y mucho menos 

una prolongación cuando hay inactividad del órgano persecutor o del propio órgano 

jurisdiccional, como también se debe tener presente la regla rebus sic stantibus, 

que significa que la medida está supeditada a las circunstancias que dieron lugar, 

por lo que, al cambiar estas también debería automáticamente cambiar la medida 

cautelar (Exp. Nro. 03337-2011-PHC/TC); sin embargo, para Sipión (2022), no 



23 
 

existe una vulneración de la referida medida. Por otro lado, en el desarrollo de la 

guía de análisis documental, del Exp. N°2089-2017 de la Ciudad de Lima, referente 

al plazo legal de la prisión preventiva refirió en sus considerandos que la demora 

de los procesos penales produce efectos negativos en los investigados que deben 

ser evaluados, ya que el plazo razonable se encuentra contenido implícitamente en 

el debido proceso, que es un derecho constitucional; asimismo, podemos observar 

que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos precisó que es importante evaluar 

a) la complejidad del caso; b) el comportamiento del investigado y c) la conducta 

de las autoridades encargados de la investigación. 

Objetivo Específico 1 

Describir el por qué regular un plazo de caducidad de la prisión preventiva en 

las etapas procesales 

 

Según las respuestas de los participantes de la entrevista, Quintanilla, Moreno y 

Prudencio (2022) señalaron que regular un plazo de caducidad en las etapas 

procesales favorecería al imputado ya que habría mayor control sobre la actividad 

investigativa del Ministerio Público dentro de un plazo razonable, produciendo de 

esta manera efectos positivos, ya que garantizaría el debido proceso. Del mismo 

modo, Reyes, Vásquez, Berrospi y Estrada (2022) refirieron que ayudaría a que 

haya mayor control y celeridad en las investigaciones por ende en el proceso. En 

ese sentido, Sipión (2022) sostuvo que sí ayudaría para no prolongar la prisión 

preventiva de manera innecesaria e injustificada, pero esta caducidad generaría 

retrasos al no estar presente el acusado; asimismo, Hinojosa precisó que 

tratándose de la libertad de las personas el control de los plazos debe ser más 

estricto por etapas. Por otro lado, Supo y Cabrera (2022) señalaron que los plazos 

están regulados en el artículo 272° del Código Procesal Penal; sin embargo, 

Amoretti (2022) indicó que no se puede sostener que los plazos de prisión 

preventiva caduquen ya que estos pueden cesar según el artículo 283° del C.P.P. 

Por otra parte, de acuerdo a la guía de análisis documental, se ha citado el informe 

sobre el uso de la Prisión preventiva en las Américas 2013 de la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos, que refiere que el Estado tiene la obligación 
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de fiscalizar de forma constante si sigue siendo razonable y necesario que el 

imputado que se encuentra bajo esta medida coercitiva continúe privado de su 

libertad, ya que esta medida solo debe ser aplicada de manera excepcional, porque 

de lo contrario se estarían vulnerando o lesionando gravemente derechos 

constitucionales. 

Objetivo Específico 2 

Analizar de qué manera la prolongación de la prisión preventiva vulnera la 

garantía del debido proceso 

 

De acuerdo a las entrevistas realizadas a los participantes, tenemos que Quintanilla 

y Prudencio (2022) expresaron que una prolongación de la prisión preventiva no 

garantiza el derecho al debido proceso del imputado, afectando así la presunción 

de inocencia. Asimismo, Supo, Reyes, Vásquez y Berrospi (2022), consideraron 

que cuando el Ministerio Público no realiza las diligencias correspondientes de 

manera eficiente con la celeridad y cautela que se requiere en sus tiempos o 

programación ya sea por descuido, por la presión mediática, por influencia de los 

medios de comunicación, por falta de capacidad en dirigir la investigación, o por la 

carga procesal que posee su despacho, no logra reunir los elementos de convicción 

suficientes y debido a ello piden la prolongación de la medida cautelar el cual está 

estrechamente ligado a un exceso de duración del proceso, vulnerando de esta 

manera el plazo razonable que viene a ser una garantía del debido proceso. Por 

otro lado, Hinojosa, Estrada y Amoretti (2022) expresaron que esta medida vulnera 

el debido proceso cuando no cumple sus objetivos o fines, es decir, cuando se 

desvirtuó los fundamentos que tuvo el juez para decretar la medida de prisión 

preventiva. Sin embargo, para Sipión, Moreno y Cabrera (2022) sostuvieron que la 

prolongación de la prisión preventiva no vulnera el debido proceso, sino que en la 

medida que esté bien fundamentada garantiza y cautela los fines del proceso.  

Cabe señalar que el expediente citado en la guía de análisis documental Exp. 

N°204-2018 en sus fundamentos refiere que, muchas veces el Ministerio Público 

no programa adecuadamente sus diligencias y no logra acumular suficientes 

elementos de convicción, es así que solicita prolongar la prisión preventiva sin 
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poder sustentar suficientemente los presupuestos que se requiere para ello o sin 

poder justificar la especial dificultad que presentan las investigaciones, en ese 

sentido, no se debe amparar este requerimiento de prolongación, sin embargo, se 

podría implementar otras medidas restrictivas para asegurar la presencia del 

imputado durante el proceso. Por tanto, esta prolongación solo debe aplicarse 

cuando esté debidamente fundamentado. 

Discusión:  

Acerca del objetivo general, se tiene que a Reyes (2022), quien manifestó que no 

se debe priorizar el plazo legal a pesar que la normativa así lo indica sino es de la 

idea que debe existir el plazo adecuado que está vinculado con el principio de 

proporcionalidad, que puede vulnerarse si por parte del juzgador no realiza un 

control de aquellas acciones que realiza el fiscal, con la finalidad que se respete el 

plazo adecuado que busca el recabar aquellas pruebas que son salvaguardadas 

con aquella medida cautelar, en concordancia con la indagación de Gudiño (2021) 

que sostuvo que la medida de la prisión preventiva debe ser aplicada como ultima 

ratio  y está vinculada con la proporcionalidad para no vulnerar el derecho 

fundamental de la libertad de la persona imputada. Sin embargo, Moreno y Estrada 

(2022) son de la idea, que existe una transgresión en el plazo, cuando no hay una 

respuesta de fondo (acusar o sobreseer) y que, una vez vencido el plazo, aquellas 

diligencias que se programaron nunca se dieron, buscando así el prolongar sin 

buenos fundamentos, todo por el no accionar de la fiscalía. De esta manera, 

confirma la idea de las entrevistadas, en la tesis de Canales (2020), precisa que 

cuando se requiere prolongar el plazo de la medida es a causa muchas veces por 

lo complejo que es; sin embargo, las causas de dicho pedido no están bien 

sustentadas, como efecto trae que el quebrantamiento del plazo debido y se dilata 

el proceso, del mismo modo , según Solís en su investigación (2020) manifestó que 

la prisión preventiva está siendo solicitada de forma indiscriminada y no como un 

recurso excepcional, en ciertos casos hay argumentos que no están relacionados 

a los hechos sino más bien a la situación del autor, siendo así un peligro porque 

estaría afectando con la libertad de aquellas personas investigadas. Agregando a 

lo anterior, se tiene a Portocarrero (2021) tuvo la postura de que  la vulneración del 

plazo viene a recaer cuando hay una desproporción, debiendo analizar la 
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proporcionalidad de la prisión preventiva y así evaluar a nivel constitucional porque 

es muy peligrosa porque ataca a la libertad de la persona, un claro ejemplo es el 

caso de los esposos Humala y Heredia, que  su excarcelación fue mediante un 

habeas corpus, y que durante el tiempo de carcelación el fiscal que asumió su caso 

no formalice la acusación debida. Sumando a ello, no solo en el territorio peruano 

se observa situaciones de esta magnitud, sino también en otros países, como es 

en Ecuador, donde la aplicación aún es más grave porque el uso es de manera 

abusiva, se ejecuta sin tener los requisitos debidos que la norma indica, 

transgrediendo los derechos humanos (Zapatier, 2020). Además, en la Sala Penal 

Permanente R.N. N°2089-2017-LIMA, en sus considerandos hicieron mención de 

que las jurisprudencias de nivel nacional refieren que la dilatación de los procesos 

penales trae consecuencias negativas a los procesados, siendo que transgreden el 

debido proceso siendo un derecho constitucional; asimismo, se debe de evaluar 

cada caso en concreto para solicitar dicha medida, aparte de ello,  a nivel 

internacional el fin del plazo adecuado es que el personal que tiene la autoridad 

tome una decisión en el período justo e idóneo; por lo que, estaría en concordancia 

con lo que se establece en el art.274.1 C.P.P, que la prolongación solo se debe dar 

cuando  exista o se evidencie la dificultad de la investigación, teniendo inmerso el 

respeto al debido proceso. 

Por lo que, se concluye que si bien es cierto la vulneración del plazo existe, por 

motivos del accionar del persecutor de la prueba y por el órgano jurisdiccional y 

tiene relación con la teoría del no plazo que consiste en que dicha medida debe ser 

utilizada cuando el caso en concreto es complejo y exista motivos fuertes para su 

aplicación, así como se requiere que a nivel judicial sean precavidos y cuidadosos 

en la tramitación. 

Respecto del primer objetivo específico se tiene que Supo y Cabrera (2022) 

refirieron que ya existen los plazos de duración de la prisión preventiva y que se 

encuentra establecido en el artículo 272° del Código Procesal Penal en el cual 

establece que no durará más de nueve (9) meses, la prisión preventiva, en los 

casos simples, no más de dieciocho (18) meses en los casos complejos y no más 

de treinta y seis (36) meses en los de criminalidad organizada. Si bien se 

encuentran estos plazos establecidos en el Código adjetivo, sin embargo, estos no 
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establecen de forma clara y precisa, el avance de las investigaciones en cada etapa 

procesal porque según Hurtado (2021) en su artículo, precisa que en algunas 

ocasiones las autoridades judiciales, evidencian inactividades en las diligencias 

probatorias aparentando cierto abandono del proceso y como no existe un 

vencimiento o caducidad en cada etapa procesal respecto a la prisión preventiva, 

el imputado no sabe sobre el desarrollo de la investigación por parte de la fiscalía. 

Sobre este punto, habiendo analizado el derecho comparado colombiano se 

advierte por ejemplo que, en Colombia en su Código de procedimiento penal, 

artículo 317° numerales 4, 5 y 6 los cuales establecen plazos perentorios a la 

entidad encargada de la investigación, que establecen que el imputado obtendría 

libertad de inmediato si no se hubiere presentado acusación o preclusión pasados 

sesenta (60) días después de la imputación, asimismo, si no se hubiere iniciado la 

audiencia de juicio, pasados ciento veinte (120) días después de la presentación 

de la acusación y si no se hubiere celebrado la audiencia de lectura del fallo o su 

equivalente, pasados ciento cincuenta (150) días después del inicio de la audiencia 

de juicio, pudiendo incrementarse en casos de mayor complejidad. Es decir, en 

Colombia tienen los plazos bien definidos por etapas, el cual obliga a la entidad 

persecutora del delito a realizar las investigaciones de manera efectiva a diferencia 

de la legislación nacional que no establece los plazos de esa forma. 

En concordancia de ello, los entrevistados Reyes y Vásquez (2022) precisaron que 

regular un plazo de caducidad de la prisión preventiva en las etapas procesales 

ayudaría a que la autoridad judicial (fiscal y juez) lleven mejor control sobre los 

plazos para cada etapa y esto se fundamenta con el Informe sobre el uso de la 

Prisión Preventiva en las Américas de la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos 2013 que señala que el Estado tiene el deber de revisar de forma 

periódica, la vigencia de las condiciones que motivaron inicialmente la aplicación 

de esta medida para no exceder el plazo razonable y necesario para los fines del 

proceso. 

En consecuencia, sobre el por qué regular un plazo de caducidad de la prisión 

preventiva en las diferentes etapas del proceso se debe tomar en cuenta las 

experiencias en el derecho comparado como es el caso de Colombia que realiza 

un control de los plazos de forma clara y específica, el cual garantiza que el fiscal 
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de forma excepcional y con fundamentos sólidos, solicitará la prisión preventiva 

para el imputado y el imputado privado de su libertad, tendrá la garantía de que 

estará en prisión de manera temporal, en un plazo razonable. 

Con referencia al segundo objetivo específico, los entrevistados Sipión y Moreno 

(2022) señalaron que la prolongación de la prisión preventiva no vulnera la garantía 

del debido proceso, porque exige la concurrencia de los presupuestos establecidos 

en la norma y que no haya habido inactividad procesal o que haya pluralidad de 

sujetos activos y pasivos, entre otros; sin embargo, Hinojosa, Estrada y Amoretti 

(2022) refirieron que la prolongación de la prisión preventiva vulnera la garantía del 

debido proceso cuando se desvirtuaron los fundamentos, motivos o razones que 

tuvo el juez, para decretar prisión preventiva y esto se ha corroborado con la 

jurisprudencia nacional que, siguiendo lo establecido por el Tribunal europeo, 

precisó que la prolongación de la prisión preventiva más allá de lo razonable, debe 

ser analizada y constatada en los siguientes criterios: complejidad del caso, la 

conducta del investigado y la conducta de los encargados de la investigación, con 

el fin de verificar si esta medida es indebida o no, en cada caso. En ese sentido, en 

la Casación N° 648-2018 del 19 de marzo del 2019, la Corte Suprema señalo que 

a pesar que el caso es de naturaleza compleja por el número de procesados y 

pruebas a examinar, constató su prolongación más allá de lo razonable por 

desacuerdos en la valoración de las pruebas, lo que es completamente ajeno a la 

conducta de los procesados, en relación al tema dentro de nuestra normativa para 

que se configure el prolongar la media debe estar dentro de los parámetros y 

requisitos que establece en el art.274 C.P.P. Del mismo modo, para Ramírez (2019) 

hizo referencia que, en el sistema judicial del país de México, existe demoras a nivel 

procesal, no solo violando el plazo razonable y el debido proceso sino también el 

principio de inocencia, porque los jueces están facultados de inspeccionar la 

estadía del investigado durante la ejecución de toda la medida, con el fin de 

proteger los derechos que le asisten. 

Asimismo, podemos observar que depende mucho de la motivación del juez para 

decretar esta medida de coerción personal y esto lo podemos corroborar en el 

Expediente N°204-2018 – Lima, en el que la Sala Especial de la Corte Suprema 

establece en su fundamento 2.5.9. que el Ministerio Público no sustentó con 
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elementos objetivos suficientes al requerir la prolongación de prisión preventiva, por 

tanto, no amparó dicho requerimiento fiscal, pero sí se implementó otro tipo de 

restricción adecuado para asegurar la presencia del imputado; sin embargo, en el 

derecho comparado del país Ecuador se aprecia que la prolongación de la prisión 

preventiva no está permitida ya que es la Constitución Política del 2008, la que 

regula esta medida coercitiva en su artículo 77 numeral 9, establece seis meses de 

plazo de prisión preventiva para los delitos sancionados con prisión y de un año en 

los delitos sancionados con reclusión, además menciona que es responsabilidad 

del juez o jueza que lleva el caso, de que se cumplan los plazos, ya que si se 

exceden estos plazos, la orden de prisión preventiva quedará sin efecto. En ese 

sentido, es inconstitucional en el país de Ecuador, dictaminar prolongación de 

prisión preventiva. 

Por consiguiente, analizando lo respondido por los entrevistados, los autores de 

revistas indexadas, doctrinas, expedientes y derecho comparado, se aprecia que la 

mayoría coincide en que la prolongación de la prisión preventiva vulnera la garantía 

del debido proceso porque con el pasar del tiempo los indicios o fundamentos que 

motivaron al juez en un inicio para decretar esta medida, se han desvirtuado. 
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V. CONCLUSIONES 

Existe vulneración en el periodo de la prisión preventiva, debido a que el personal 

persecutor realiza prolongaciones innecesarias, en ciertos casos con argumentos 

inconsistentes, la inacción referente a las diligencias programadas o ya habiéndose 

realizado se solicite prolongaciones sin tener motivos, las resoluciones que 

exceden en el plazo sin tener un buen respaldo, cuando a pesar de haberse 

ejecutado dicha medida no hay un pronunciamiento sea de sobreseimiento o 

acusación; por lo que,  se transgrede la libertad ambulatoria, la presunción de 

inocencia, el proyecto de vida, el debido proceso y la vulneración del núcleo familiar 

debido a la separación de los seres queridos, además  de la exposición a cárceles 

donde están reos ya sentenciados, la exposición ha ambientes de insalubridad, 

violencia, hacinamiento y estigmatización que la sociedad no perdona. 

Los plazos máximos de la prisión preventiva establecidos en el Código Procesal 

Penal, no especifican plazos por etapas de dicho proceso, es decir, plazos para la  

investigación preparatoria, plazos para la intermedia y plazos para la etapa de 

juzgamiento, tal como sí lo establece la normativa del derecho comparado 

colombiano en el cual señala plazos perentorios por cada etapa, obligando al fiscal 

a realizar las investigaciones de forma eficaz y a solicitar esta medida, “solo” de 

manera excepcional, cuando tenga los suficientes fundamentos para acusar y llevar 

al imputado a la etapa de juzgamiento, con el fin de no vulnerar la presunción de 

inocencia y el debido proceso. 

La prolongación de la prisión preventiva vulnera el debido proceso cuando el fiscal 

encargado de la investigación no ha realizado una buena estrategia, con las 

debidas diligencias y trata de justificar para pedir prolongación de la medida, sin 

embargo, con el transcurso del tiempo los presupuestos que determinaron la 

aplicación de la prisión preventiva, han sufrido cambios durante el proceso, el cual 

podría haberse desvirtuado estos presupuestos o fundamentos que convencieron 

al juez a dictaminar esta medida. 
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VI. RECOMENDACIONES 

Se recomienda al Ministerio Público, que es necesario fundamentar los 

requerimientos de prisión preventiva con motivos realmente sólidos y que cada 

caso en concreto tiene que ser analizado minuciosamente con el fin de evaluar que 

tipo de medida cautelar se podría aplicar, para que así se evite requerimientos que 

no tienen base de ser solicitadas; asimismo, la efectividad en las acciones de 

persecución de medios probatorios para  evitar el exceso de la medida y la 

encarcelación del investigado sea en el tiempo establecido, para prevenir 

situaciones de vulneración de sus derechos, para que pueda ser procesado en su 

debido plazo. 

Se recomienda a los legisladores del Estado analizar y desarrollar la caducidad de 

los plazos por etapas del proceso cuando el imputado se encuentra en prisión 

preventiva, es decir, en tantos días o meses, el fiscal debe presentar acusación, 

después de ello, tantos días para la audiencia de juicio y luego determinar los días 

para dictaminar sentencia, de lo contrario el imputado saldrá en libertad. Así de esta 

manera el fiscal realizará las investigaciones con mayor celeridad, de forma 

estratégica y el imputado sabrá sobre el avance de las investigaciones de su caso, 

garantizando su temporalidad y el debido proceso. 

Se recomienda a las autoridades judiciales que evalúen en forma periódica, si los 

presupuestos que llevaron al imputado a prisión preventiva siguen vigentes o no, 

es decir si el peligro procesal subsiste, para que determinen si sigue siendo 

necesario o no, que continúe con esta medida restrictiva, ya que debe ser 

dictaminada de manera excepcional y el Nuevo Código Procesal Penal desarrolla 

un sistema garantista donde la libertad del imputado es la regla en el transcurso del 

proceso y este no sea vulnerado. 
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